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Cinco años desde el “estallido” de octubre de 2019 se
cumplirán en un mes más. Una fecha que si en su
momento muchos quisieron presentar como el
“despertar” de Chile, hoy según las encuestas es

vista críticamente por una mayoría ciudadana. 
La perspectiva del tiempo da cuenta de la irresponsabili-

dad de una gran parte de la entonces oposición, que junto
con un sector de la población validaron —o evitaron conde-
nar— la violencia como forma de conseguir cambios. Aviva-
do aquello por líderes de opinión y hasta rostros televisivos,
lo único que logró fue la destrucción de empleos, de las ciu-
dades y de la convivencia. Se
intentó, además, forzar la re-
nuncia del presidente Piñera,
propósito explícito del Parti-
do Comunista desde la maña-
na del 19 de octubre, pero al
que se sumó vergonzosamen-
te la mayoría de la oposición de la época, la misma cuyos
partidos unánimemente reivindicaban en esos días la “vía de
los hechos”. Cierto es que la propia clase política fue luego
capaz de acordar una salida institucional a la crisis. No debe
olvidarse, sin embargo, que ello no significó el fin de la vio-
lencia y que apenas semanas después, la mayoría de los di-
putados de oposición se sumaban a una infundada acusación
constitucional contra Piñera. 

Hoy, cuando el país mira con rechazo todo eso, el actual
oficialismo —que llegó al poder profitando políticamente de
aquel estado de cosas— ensaya un relato que le permita justi-
ficar sus actuaciones de entonces y su propio proyecto. Clave

en el discurso que se quiere levantar es la idea de un “males-
tar” y de un conjunto de demandas cuya representación pre-
tende monopolizar la izquierda. “El descontento, el malestar
en Chile existe. Tenemos que hacernos cargo de él, no negar-
lo”, ha dicho el Presidente Boric.

Se trata de una afirmación que genera inmediatas pre-
guntas. ¿Existe efectivamente “un” malestar? ¿No fueron en-
tonces y siguen siendo hoy muchos los malestares que afli-
gen a la población y que se manifiestan de diversas formas?
Por ejemplo, ¿no fue también un malestar el que, en 2023,
terminó dando una mayoría abrumadora al Partido Republi-

cano en la elección del Conse-
jo Constitucional? ¿Y qué pa-
sa con el malestar que hoy ge-
nera la crisis de seguridad pú-
b l i c a o l a i n m i g r a c i ó n
irregular? Y en cuanto a los
hechos de 2019, existiendo

consenso en que el rechazo a los abusos fue ampliamente
compartido, ¿no resulta también evidente el peso que tuvo la
frustración ante un país que desde 2014 venía perdiendo di-
namismo y capacidad de generar oportunidades? 

Recurrentemente la izquierda se presenta como la única
intérprete legítima de “el malestar” de “el pueblo”, cual si
este fuera una entidad monolítica y no una pluralidad de per-
sonas, con visiones, demandas y también malestares diver-
sos. Sería valioso que, en lugar de insistir en esos discursos, el
Presidente impulsara una autocrítica decidida respecto de
las actuaciones de su sector que exacerbaron un episodio de
violento y triste recuerdo. 

La izquierda intenta levantar un relato que

justifique su proyecto y sus avergonzantes

actuaciones durante los días del “estallido”. 

El discurso del malestar

Es cada vez más relevante la gestión de datos en el
Estado, pero para que sea eficaz se requieren distin-
tas acciones. La Ley de Transformación Digital del
Estado, de 2019, estableció, entre otros aspectos, que

los procedimientos administrativos se deben hacer en forma-
to electrónico. Este y otros elementos contenidos ahí aceleran
la necesidad de contar con una gestión integral de los datos
del Estado. Estos son fundamentales para una mejor toma de
decisiones y para el diseño de políticas públicas. Adicional-
mente, ayudan a priorizar el uso de recursos y los esfuerzos
de los distintos servicios. Por último, son útiles para que los
académicos realicen investi-
gación en beneficio del país y
para acordar iniciativas con
otras naciones que beneficien
a nuestros residentes.

Hoy, la situación en el Estado es muy heterogénea.
Así, hay servicios que han instalado un buen gobierno de
datos en el sentido estricto del término, esto es, saben bien
qué hacer con ellos y cómo administrarlos. Pero en otros,
los rezagos son evidentes. El panorama general es más
bien desalentador, lo que impide aprovechar todo su po-
tencial. La ausencia, por ejemplo, de una infraestructura
integrada de datos impide utilizar datos de distintas repar-
ticiones para potenciar intervenciones más efectivas de
protección a la población. En otras circunstancias, se pa-
gan subsidios a beneficiarios que no corresponden, mien-
tras que personas que son parte de los grupos objetivos
que se busca apoyar no reciben recursos. Los datos respec-

to de una parte importante de los delitos y de las trayecto-
rias de la población que los ha cometido son también defi-
cientes, limitando la gestión contra la delincuencia. 

El Gobierno se encuentra desarrollando una estrategia
de gestión de datos que el año pasado fue sometida a consul-
ta, pero con una escasa participación. Ella presentaba diver-
sas deficiencias. Ahora se han estado desarrollando mesas de
trabajo que incluyen también a otros actores. La elaboración
de una estrategia efectiva es un paso indispensable para ase-
gurar una mejor gestión, pero debe imprimírsele más veloci-
dad. La recientemente legislada Ley de Protección de Datos

Personales debe recogerse en
esa estrategia. Su reglamento
tiene que poner atención a al-
gunas disposiciones ambi-
guas, de modo que, por ejem-

plo, no se limite la posibilidad de que el Estado reúna bases
de datos de distintas reparticiones para un mejor diseño de
las políticas públicas o se restrinja el acceso a los investigado-
res que aspiran a desarrollar estudios académicos.

Por cierto, en otros ámbitos, no basta un mejor gobier-
no de datos o un avance en su gestión, sino que se requie-
ren protocolos más acabados de transparencia. En muchas
discusiones legislativas, sorprende que los informes finan-
cieros aún no se puedan reproducir y tampoco vengan
acompañados de los datos que permitan replicarlos o ana-
lizar alternativas a las propuestas del Ejecutivo. Esto tam-
bién forma parte del rezago en la gestión de la información
del Estado. 

El panorama general es desalentador, lo que

impide aprovechar todo su potencial.

El Estado y los datos

Nuestro viaje de vacaciones nos ha lle-
vado a Granada, Graná, como pronuncian
los lugareños según la guía que nos con-
duce por los jardines de la Alhambra. Nos
enseña la puerta por
la cual habría huido
llorando Boabdil, el
último rey moro de
Granada, ante el
asedio militar de los
reyes católicos, ex-
plicando que habría
merecido la siguien-
te reprimenda de su
propia madre: “No
llores como mujer lo
que no has sabido
d e f e n d e r c o m o
hombre”. Luego nos
hace detenernos
frente a una columna con las enigmáticas
palabras: Tanto Monta, y nos ilustra que
era la divisa imperial de Fernando de Ara-
gón, inspirada en el nudo gordiano que
Alejandro Magno, en vez de desatar, cor-
tó con la espada diciendo: Tanto monta
cortar como desatar. Agrega que en la in-
terpretación popular se reformuló como

Tanto monta, monta tanto, Isabel como
Fernando, aludiendo a que ambos sobera-
nos estaban al mismo nivel y categoría.

Al día siguiente, mientras conduzco,
comentamos la visi-
ta a la Alhambra y
mi mujer señala que
la frase de la madre
de Boabdil la encon-
tró un tanto machis-
ta, y que, en cambio,
le gustó mucho la
versión popular del
Tanto Monta. En-
tonces nos pregun-
tamos sobre el ori-
gen de l extraño
nombre del pueblo
que visitaremos lue-
go, llamado Frigilia-

na, y aventuro que quizás se debió a la au-
sencia de pasión por el sexo opuesto de su
fundadora, ante lo cual mi mujer reaccio-
na, señalando que es un comentario ma-
chista y que, por favor, recuerde lo de tan-
to monta.

D Í A  A  D Í A

Tanto monta

R. RIGOTER

Para quienes han hecho buena parte de su ca-
rrera política a punta de retórica, declaraciones
altisonantes, denuncias y acusaciones acompa-
ñadas de sentidas expresiones de indignación
moral —suelen considerarse los representantes
de un pueblo abusado, que enfrenta a una élite
inescrupulosa que identifican con sectores de de-
recha—, la tentación de aprovechar políticamen-
te el caso Audio era irresistible. Así, en lugar de
recurrir a expresiones republicanas habituales
que resaltan la importancia de que “las institu-
ciones funcionen”, el Presidente Boric implícita-
mente dio por condenado a uno de los formaliza-
dos, desconoció la presunción de inocencia y la
separación de los poderes, llegando incluso a ce-
lebrar “que los que se creían poderosos vayan a
la cárcel”, en alusión directa a un imputado.

Es posible que el oportunismo presidencial
de involucrarse de esa forma en un tema que,
precisamente, por sus muchas aristas y porque

afecta la confianza pública, es fundamental que
avance sin interferencias, le traiga, sin embar-
go, réditos políticos en el corto plazo. Empero,
el daño que le provoca al prestigio de su propia
figura presidencial es enorme: viene a confir-
mar su incapacidad ya casi crónica para “habi-
tar el cargo”. Una y otra vez reaparece el diri-
gente estudiantil, el diputado díscolo que se
enfrasca en reyertas por pequeñas ganancias,
alejándose de su papel como jefe de Estado y de
Gobierno. De paso olvida que, con o sin mayor
fundamento, cualquier persona puede verse
expuesta a enfrentar el sistema judicial —lo
que, por cierto, no es infrecuente que les ocurra
a “poderosos” que desempeñan o han desem-
pañado altos cargos públicos—, y que por ello
la conducta de hoy puede volverse en contra.
De ahí la importancia de que como máxima au-
toridad vele sin miramientos por el respeto de
las garantías y un juicio justo para todos.

LA SEMANA POLÍTICA
Oportunismo presidencial

Una y otra vez
reaparece el
dirigente
estudiantil, el
diputado díscolo
que se enfrasca en
reyertas por
pequeñas
ganancias,
alejándose de su
papel como jefe de
Estado y de
Gobierno. 

Lo que ocurre en
salud con el
drama de las
listas de espera y
sus muertos, la
eliminación
masiva de
pacientes y
aparición de
cartas en
basurales, es una
muestra de esa
falta de gestión y
abandono. No se
escuchan ahí, sin
embargo, las
expresiones
presidenciales de
indignación
moral.

Más allá de las palabras
Habiendo transcurrido ya una buena parte de

esta administración, quizá el mayor déficit sea la
tendencia a gobernar por medio de declaraciones,
salir del paso de las crisis y problemas con el
anuncio de nuevas medidas que se superponen
unas con otras, una buena cuña en la prensa o las
redes sociales por sobre una decidida apuesta por
la gestión. Tampoco parece importar que lo ex-
presado con tanta convicción no se traduzca en
consecuencias concretas, que la conducta poste-
rior sea incoherente con lo que se predicó horas
antes o que las prioridades y urgencias de altas
autoridades no sean seguidas por funcionarios
que se encuentran más abajo en la estructura je-
rárquica. Es cierto que cualquier generalización
puede resultar injusta, pero ya son demasiadas
las áreas en que no se percibe un esfuerzo decidi-
do por abordar con eficiencia los problemas, ni
sacar las obvias consecuencias lógicas de las de-
claraciones que se realizan.

Veamos, por ejemplo, lo ocurrido con las úl-
timas expresiones del Presidente Boric sobre
Venezuela, que supo interpretar a la gran ma-
yoría del país rechazando el fraude electoral,
refiriéndose al régimen chavista como una dic-
tadura que viola los derechos humanos. Llegó
a afirmar que “nadie de convicciones democrá-
ticas, que hoy día crea en el valor de la sobera-
nía del pueblo, puede defender lo que está pa-
sando en Venezuela”.

Frente a ello, el presidente del Partido Comu-
nista de Chile, uno de sus principales socios en
el Gobierno, lo refutó y sostuvo que el régimen
venezolano “no es una dictadura”, que “no sa-
be” si Maduro está violando sistemáticamente
los derechos humanos y que, “hasta aquí, sí”

respeta la institucionalidad. Peor aún, emplazó
a la Cancillería a explicar por qué Chile junto a
otros países suscribió una declaración condena-
toria del fraudulento proceso venezolano junto
a otros países. Pues bien, ¿qué ha sucedido des-
pués de este altercado que se suponía era sobre
aspectos fundamentales, como el respeto a los
derechos humanos y las convicciones democrá-
ticas? Nada. La ministra Vallejo en una frase pa-
ra la galería, más propia de un manual de convi-
vencia escolar o de una circular migratoria lla-
mando a respetar la diversidad racial, cultural o
religiosa, le quitó relevancia al conflicto, afir-
mando que hay “diferencias que dividen y otras
que conviven”, siendo naturalmente este últi-
mo el caso. En otras palabras, la indignación ex-
presada y la preocupación por los miles de in-
migrantes venezolanos en Chile que escaparon
del chavismo, parece que no era para tanto. Y es
que finalmente, se colige, consideran que no es-
tarían en juego aspectos esenciales.

Lo que ocurre en salud con el drama de las lis-
tas de espera y sus muertos, la eliminación masi-
va de pacientes y aparición de cartas de notifica-
ción en basurales, es una muestra de esta falta de
gestión y abandono a que nos referíamos. No se
escuchan ahí las expresiones presidenciales de in-
dignación moral, que con tanta facilidad se emi-
ten para buscar la responsabilidad en otros (la sa-
lud privada, por ejemplo). Para no mencionar el
caso de seguridad y el cierre de una farmacia a
cuyos dueños en la práctica se les hace responsa-
ble de la delincuencia. ¿Está o no el Gobierno a
favor de la autotutela? En fin, un caso más en que
las declaraciones dicen algo, prohibición de ar-
mas, que los hechos después no respaldan.

En la antigua
Roma, los mimos
desarrollaron un
género teatral ca-
racterizado por la
burla. Siempre
con humor, su
objetivo princi-
pal era la sátira y
la caricatura so-
cial y, en contras-
te con las mani-
festaciones artísticas de la época, la
actuación se hacía con cara descu-
bierta. Eso hacía que los mimos fue-
ran, literalmente, descarados. Las
declaraciones del actor Alfredo
Castro sobre el sistema de pensio-
nes nos recuerdan la vigencia del
género.

“Tengo una
pensión de 152
mil pesos men-
suales después de
imponer 30 años
l o q u e p o d í a ,
cuando podía.
¿Cuál es tu proce-
so mental e ideológico, político, tu
proyecto a futuro, (para) que tú no
quieras darles pensiones buenas,
humanas y dignas a pensionados
ahora, no mañana?”. Cuesta pensar
cómo un actor tan prolífico —con
más de 85 obras cinematográficas y
televisivas que comenzaron en
1982 en TVN— tenga una pensión
tan baja. Como el comienzo de su
carrera coincide con el inicio del sis-
tema de pensiones, esta es una bue-
na oportunidad para entender al-
gunos puntos importantes que
—escondidos tras los eslóganes—
dificultan un análisis sereno.

Para obtener una renta vitalicia
simple de 152 mil pesos mensuales
en la actualidad, se requiere un sal-
do acumulado al momento de jubi-
lar de 30 millones de pesos. Con un

sueldo equivalente a 800 mil pesos
de hoy —correspondiente al sueldo
imponible promedio de los trabaja-
dores que cotizan en el sistema ac-
tualmente— y habiendo aportado
regularmente desde 1982, el saldo
acumulado sería cinco veces ese va-
lor. Con ese ingreso, la única mane-
ra de obtener una pensión tan baja
es que el ahorro haya sido muy es-
porádico. En efecto, una pensión de
152 mil pesos se obtendría hoy lue-
go de haber cotizado aleatoriamen-
te un 20% del tiempo, esto es, solo
ocho años completos. Si, en cambio,
el sueldo hubiese sido el equivalen-
te a dos millones mensuales de hoy
—un supuesto más realista, aun-
que posiblemente conservador—,

esa pensión se
obtiene habiendo
c o t i z a d o s o l o
cuatro años en to-
da la vida laboral. 

Bien es sabi-
do que la infor-
malidad en el ru-
bro artístico es

muy alta. Pero una cosa es no tener
trabajo, otra es tenerlo en negro y
otra es boletear y no querer cotizar,
aun teniendo ingresos mediana-
mente altos. Los requisitos para po-
der recibir una jubilación varían en-
tre países, pero, grosso modo, para
acceder a una pensión completa se
requiere haber contribuido al siste-
ma por lo menos 30 años, y para ca-
lificar a alguna pensión, la exigen-
cia mayoritaria es haber cotizado
entre 10 y 20 años. Menos que eso,
nada de nada. 

¿Cuántos serán los que, ha-
biendo tenido un buen pasar como
independientes y habiendo cotiza-
do escasamente, reclaman la solida-
ridad de los trabajadores actuales?

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Una cosa es no tener

trabajo, otra es tenerlo en

negro y otra es boletear y

no querer cotizar.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Sebastián Claro

La vigencia de los mimos

T R A S  L A  P I S T A

—Este es el único dato obtenido del probable homicida. Memorícenlo bien.
Nos exigen su captura inmediata.
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